
Capítulo XXV
Abril 2023



  ¿Qué se está discutiendo?

Comunicado SCJN No. 082/2023 

Régimen Simplificado de Confianza (RESICO)
Hechos:
• 2022 - RESICO
• Trato diferenciado entre RESICO y personas físicas

Segunda Sala:
• Diferencia de trato justificada:

1) Actividades y riqueza no son equivalentes 
• Deducciones

1) RESICO: sí se pueden determinar
2) Personas físicas con ingresos por salario: las paga el patrón



Derecho humano al agua
Hechos:
• Comunidad marginada sin red hidráulica solicita la suspensión en amparo para ser 

dotada de agua potable. 
• Se concede suspensión para que autoridades proporcionen agua potable.
• Autoridades se limitan a entregarles oficio con el costo de pipas de agua.
TCC:
• El suministro del mínimo vital de agua no está condicionado.
• Las autoridades deben pagar por el servicio.

  Constitucional

TCC, tesis aislada, registro: 2026160



DERECHO HUMANO AL AGUA. EL SUMINISTRO DEL MÍNIMO VITAL NO DEBE CONDICIONARSE A EROGACIÓN 
ALGUNA.

Hechos: Los quejosos promovieron juicio de amparo indirecto en contra de la negativa de diversas autoridades 
a proporcionar el servicio de suministro público de agua potable para los habitantes de su comunidad, la que se 
encuentra en situación de pobreza y marginación y, por ende, en clara desventaja social y solicitaron la 
suspensión definitiva, a fin de que se implementaran las estrategias necesarias para ser dotados de agua 
potable. El Juez de Distrito la concedió para el efecto de que las autoridades responsables, en el ámbito de sus 
atribuciones, proporcionaran de manera inmediata agua potable a los quejosos, limitada al mínimo vital para 
cada uno de ellos. En contra de esa determinación los quejosos, ahora recurrentes, expresaron que el juzgador 
soslayó que su comunidad no cuenta con red hidráulica de agua potable y que los efectos de la medida cautelar 
provocaron que las responsables se limitaran a entregarles diversos oficios estableciendo los precios por pipa, 
dependiendo del kilometraje a recorrer y la cantidad de agua solicitada y, con ello, pretenden cumplir con la 
medida cautelar decretada.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el derecho al suministro del mínimo vital de 
agua no debe condicionarse a erogación alguna. 
Justificación: Lo anterior, porque el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo 
personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. Este derecho también está 
reconocido en instrumentos internacionales sobre derechos humanos suscritos por el Estado Mexicano, como 
la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención sobre 
los Derechos del Niño, la resolución 64/292 de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas y 
por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su Observación General Número 15;



en este último se explica por qué la realización del derecho al agua es una condición necesaria para que puedan 
concretarse otros derechos fundamentales, como el de llevar una vida digna, el acceso a una alimentación 
nutritiva y a una vivienda adecuada, así como a mejorar cada vez más las condiciones de existencia y tener 
acceso a los niveles más altos posibles de salud física y mental, por lo que dicho Comité ha identificado tres 
factores mínimos que deben cumplirse para que el derecho humano de acceso al agua sea viable en la práctica, 
a saber: primero, la disponibilidad de agua suficiente y continua para cada uso personal y doméstico; segundo, 
la calidad del agua deberá ser apta para consumo humano y su aplicación en usos domésticos, sin poner en 
riesgo la salud; y, tercero, la accesibilidad al agua, tanto física como económica. Asimismo, la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo directo en revisión 5099/2017 interpretó el contenido y 
alcance del derecho referido a partir de la definición y los factores mínimos delineados por ese Comité y de la 
interpretación pragmática del artículo 4o. constitucional, en el cual se establece que corresponde al Estado 
garantizar el derecho humano al agua, logrando al mismo tiempo el uso equitativo y sustentable de los recursos 
hídricos, con la participación de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, así como de la 
ciudadanía para la consecución de dichos fines. De ahí que el derecho al suministro del mínimo vital de agua 
necesaria para la subsistencia humana, fijado en cincuenta litros al día por persona, conforme a las 
estimaciones contenidas en la observación general señalada, no debe condicionarse a erogación alguna.

Registro: 2026160



Amparo vs. inmovilización
Hechos:
• A un cuentahabiente se le inmovilizó su 

cuenta en Tamaulipas.
• Presentó demanda en CDMX.
TCC:
• Juez competente:

• En donde el banco tenga 
sucursales. 

• No se limita al lugar en que se 
abrió la cuenta.

Cuentas bancarias

TCC, tesis aislada, registro: 2026151

Transferencia por error y            
secreto bancario

Hechos:
• Banco condenado a restituir 

transferencia.
• Se repuso procedimiento para emplazar 

a la persona que recibió la transferencia. 
TCC:
• ¿Se viola secreto bancario si el banco  

revela datos para emplazar a tercero? 
• No, porque la información la solicita la 

autoridad judicial.

TCC, tesis aislada, registros: 2026133 y 2026137



COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN EL QUE SE RECLAMA 
LA ORDEN DE ASEGURAMIENTO O INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS BANCARIAS. CORRESPONDE AL JUEZ DE 
DISTRITO QUE PREVINO EN EL CONOCIMIENTO DEL ASUNTO.

Hechos: El quejoso promovió juicio de amparo indirecto contra la orden de inmovilización de su cuenta 
bancaria abierta en el Estado de Tamaulipas y presentó la demanda en la Ciudad de México, pues fue en una 
sucursal de la institución bancaria de esa ciudad donde le informaron que su cuenta estaba inmovilizada. El 
Juez de Distrito en Materia Administrativa con residencia en la Ciudad de México al que se turnó el asunto 
declinó la competencia por razón de territorio en favor del Juez de Distrito en el Estado de Tamaulipas, al 
estimar que la ejecución del acto reclamado tiene lugar en donde se abrió la cuenta bancaria, quien la rechazó 
al considerar que le correspondía a aquél, porque el acto reclamado se ejecutó en su jurisdicción y el quejoso 
señaló autoridades responsables de esa ciudad, por lo que devolvió el asunto al Juez declinante, quien insistió 
en su incompetencia.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la competencia por territorio para conocer 
del juicio de amparo indirecto promovido contra la orden de aseguramiento o inmovilización de cuentas 
abiertas en instituciones bancarias que tengan diversas sucursales y, por ende, que el acto reclamado pueda 
tener ejecución en más de un lugar, se surte en favor del Juez de Distrito ante el que se presentó la demanda de 
amparo.
Justificación: Lo anterior, porque del artículo 37 de la Ley de Amparo se deducen tres reglas para determinar la 
competencia por territorio de los Jueces de Distrito para conocer de los juicios de amparo: 1. Cuando el acto 
reclamado tenga ejecución material, será competente el Juez de Distrito en cuya jurisdicción deba ejecutarse, 
se esté ejecutando o se haya ejecutado el acto reclamado; 2. Si comenzó a ejecutarse en un Distrito y sigue 
ejecutándose en otro, será competente el Juez ante el cual se presente la demanda; 



y, 3. Cuando el acto reclamado no requiera ejecución, el Juez de Distrito competente será aquel en cuya 
jurisdicción esté la autoridad que hubiese emitido el acto reclamado y se hubiese presentado la demanda. 
Ahora bien, el referente para definir la competencia que consideran las dos primeras reglas es la ejecución 
material del acto reclamado, pues en la tercera, por tratarse de actos que carecen de ejecución, se considera el 
lugar en el cual el quejoso presentó la demanda. Así, lo que distingue a las dos primeras reglas competenciales 
que requieren que el acto reclamado tenga una ejecución material no es el lugar en el que se deba ejecutar, se 
esté ejecutando o se haya ejecutado el acto, sino más bien si esa ejecución puede ocurrir en más de un sitio, 
pues de considerar que es competente el Juez del lugar donde pueda materializarse o donde estén las cuentas 
e, incluso, las sucursales de la institución a la que pertenezcan podrían generarse diversos inconvenientes, 
dando lugar a una multiplicidad de juicios a los que se debe dar trámite con la posibilidad de que se dicten 
sentencias contradictorias. Por tanto, cuando en el juicio de amparo indirecto se reclama la orden de 
aseguramiento o inmovilización de una cuenta bancaria, se debe considerar que en cualquiera de las sucursales 
bancarias en las que se intente realizar operaciones respecto de esa cuenta, estará igualmente inmovilizada y 
no sólo en aquella en la que se abrió la cuenta, o bien, en aquella en la que se intentó realizar la operación, lo 
cual justifica que la competencia para conocer de un asunto con esas características deba recaer en el Juez de 
Distrito en cuya jurisdicción pueda ejecutarse la orden, es decir, aquel ante el que se presentó la demanda de 
amparo, por ser el que previno en el conocimiento del asunto.

Registro: 2026151



Amparo vs. inmovilización
Hechos:
• A un cuentahabiente se le inmovilizó su 

cuenta en Tamaulipas.
• Presentó demanda en CDMX.
TCC:
• Juez competente:

• En donde el banco tenga 
sucursales. 

• No se limita al lugar en que se 
abrió la cuenta.

Cuentas bancarias

TCC, tesis aislada, registro: 2026151

Transferencia por error y            
secreto bancario

Hechos:
• Banco condenado a restituir 

transferencia.
• Se repuso procedimiento para emplazar 

a la persona que recibió la transferencia. 
TCC:
• ¿Se viola secreto bancario si el banco  

revela datos para emplazar a tercero? 
• No, porque la información la solicita la 

autoridad judicial.

TCC, tesis aislada, registros: 2026133 y 2026137



SECRETO BANCARIO. NO SE VIOLA CUANDO UNA AUTORIDAD JUDICIAL SOLICITA LA INFORMACIÓN 
NECESARIA PARA EMPLAZAR A LA PERSONA TITULAR DE UNA CUENTA BANCARIA EN SU CARÁCTER DE 
TERCERO LLAMADO A JUICIO QUE SUPUESTAMENTE RECIBIÓ LOS FONDOS INDEBIDAMENTE TRANSFERIDOS 
POR MEDIOS ELECTRÓNICOS DESDE OTRA CUENTA.

Hechos: Una institución bancaria acudió al amparo directo a controvertir la sentencia que la condenó a la 
nulidad de las transferencias bancarias no reconocidas por el cuentahabiente y, en consecuencia, ordenó la 
restitución del numerario sustraído. Se concedió la protección constitucional para reponer el procedimiento y 
emplazar como tercero llamado a juicio a la persona titular de la cuenta receptora de ese dinero.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que no se viola el secreto bancario cuando una 
autoridad judicial solicita la información necesaria para emplazar a la persona titular de una cuenta bancaria en 
su carácter de tercero llamado a juicio que supuestamente recibió los fondos indebidamente transferidos por 
medios electrónicos desde otra cuenta.
Justificación: Lo anterior, porque en términos de los artículos 21, 22, 22 Bis y 23 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, aplicado supletoriamente a la materia 
mercantil, debe llamarse a juicio al tercero para que le pare perjuicio la condena, al ser la persona titular de la 
cuenta bancaria en que se depositó el dinero de las transferencias cuya nulidad se pretende. Para lograr lo 
anterior, puede requerirse la información necesaria con el propósito de que la autoridad judicial pueda integrar 
la litis debidamente.



Sin que ello constituya una violación al secreto bancario, pues el artículo 142, párrafo segundo, de la Ley de 
Instituciones de Crédito prevé ciertas excepciones, entre ellas, que cuando la información la solicite la 
autoridad judicial por virtud de una providencia precautoria dictada en un juicio en el que el titular sea parte, sí 
podrá proporcionar dicha información; en el entendido de que el término "en juicio", a que se refiere el párrafo 
en cita no debe interpretarse en forma restrictiva, sino amplia. Esto es, en el sentido de que la información 
financiera solicitada a una institución de crédito por una autoridad judicial, le será proporcionada ya sea que la 
haya solicitado con motivo de una medida prejudicial, durante el juicio o después de concluido.

Registro: 2026133



TERCERO LLAMADO A JUICIO. TIENE ESE CARÁCTER LA PERSONA TITULAR DE LA CUENTA BANCARIA QUE 
SUPUESTAMENTE RECIBE LOS FONDOS INDEBIDAMENTE TRANSFERIDOS DESDE OTRA POR MEDIOS 
ELECTRÓNICOS (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO).

Hechos: Una institución bancaria acudió al amparo directo a controvertir la sentencia que la condenó a la 
nulidad de las transferencias bancarias no reconocidas por el cuentahabiente y, en consecuencia, ordenó la 
restitución del numerario sustraído. Se concedió la protección constitucional para reponer el procedimiento y 
emplazar como tercero llamado a juicio a la persona titular de la cuenta receptora de ese dinero.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la persona titular de la cuenta bancaria que 
supuestamente recibe los fondos indebidamente transferidos por medios electrónicos desde otra debe ser 
emplazado en su carácter de tercero llamado a juicio, para que le pueda parar perjuicio la sentencia de 
condena en su contra.
Justificación: Lo anterior, porque en términos de los artículos 21, 22, 22 Bis y 23 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, aplicado supletoriamente a la materia 
mercantil, debe llamarse a juicio a un tercero para que pueda ser condenado en el juicio siempre que se 
demuestren los elementos de la acción, ya que él es titular de una obligación principal acreditada plenamente 
y, una vez que haya tenido audiencia previa, al quedar asimilado a una de las partes en el juicio con 
legitimación en la causa activa o pasiva, en función del principio de congruencia, puede ser condenado o 
absuelto, y no limitarse a una simple declaración de perjuicio, pues el efecto de la sentencia es que el banco 
demandado devuelva a la actora el dinero de las transferencias reclamadas, lo que produce una afectación en 
su patrimonio; 



de modo que si se basó parte de la defensa en el hecho de que se sabe en qué cuenta se depositó el dinero de 
las transferencias cuya nulidad se pretende, resulta incuestionable que debe llamarse como tercero al titular de 
la cuenta receptora de los recursos, en tanto que, lo que se resuelva en el juicio de origen debe impactarle a 
efecto de que, de ser el caso, devuelva el dinero que no le corresponde.

Registro: 2026137



Pruebas en pensión 
compensatoria

Hechos:
• Mujer demanda a pareja (concubino) 

pensión por dedicarse a los hijos. 
• La pareja argumentó que el concubinato 

había finalizado y fue condenado.

TCC: 
• Perspectiva de género.
• Se revierte la carga de la prueba.

Civil

TCC, jurisprudencia 
registros: 2026170

TCC, tesis aislada 
registros: 2026103

Mediación y daño moral
Hechos:
• En un contrato se pactó la mediación 

para solucionar conflictos.
• Una de las partes no quiso continuar 

con la mediación.
• Se le demandó por daño moral.

TCC:
• ¿Se causa un daño moral?
• Los MASC son voluntarios.
• No procede reparación por daño moral.



PENSIÓN COMPENSATORIA. LA MUJER QUE DEMANDA SU PAGO CON EL ARGUMENTO DE QUE SE DEDICÓ 
PREPONDERANTEMENTE AL TRABAJO DEL HOGAR Y AL CUIDADO Y EDUCACIÓN DE SUS HIJOS, CON 
PERSPECTIVA DE GÉNERO, REVIERTE LA CARGA DE LA PRUEBA AL DEUDOR ALIMENTARIO.

Hechos: Una mujer demandó de su concubino el pago de alimentos con el argumento de haberse dedicado 
durante su relación familiar a las labores del hogar y al cuidado de sus hijas. Por su parte, la persona 
demandada fundó su defensa en que la relación concubinaria había finalizado. Seguido el proceso la autoridad 
jurisdiccional determinó condenar al pago de una pensión compensatoria por el tiempo de duración del 
concubinato, al considerar que el demandado no había justificado que su contraparte obtuviera ingresos ni 
desvirtuado su dedicación a las actividades domésticas y de cuidado de sus hijas.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la mujer que demanda el pago de una 
pensión compensatoria con el argumento de que se dedicó preponderantemente al trabajo del hogar y al 
cuidado y educación de sus hijos, con perspectiva de género, revierte la carga de la prueba al deudor 
alimentario.
Justificación: Lo anterior, porque el reconocimiento de los derechos de la mujer a una vida libre de violencia y 
discriminación, y de acceso a la justicia en condiciones de igualdad, exige que todos los órganos jurisdiccionales 
del país impartan justicia con perspectiva de género. En ese sentido, la mujer que se dedica a las labores 
domésticas y a la crianza de los hijos durante la relación, debe ser objeto de una protección reforzada por parte 
del Estado, pues la ruptura de ésta impide su acceso a un nivel de vida adecuado, cuando no pudo hacerse de 
una independencia económica por asumir el cuidado del hogar.



Ahora bien, cuando la mujer demanda el pago de una pensión argumentando que se dedicó 
preponderantemente al trabajo del hogar y al cuidado y educación de sus hijos, se presume que esa 
argumentación es cierta, ya que en México por la permanencia de roles de género, la mayoría de las mujeres se 
dedican principalmente a los quehaceres propios del hogar, así como al cuidado y educación de los hijos. De 
manera que corresponde al deudor alimentario demostrar que su pareja no desempeñó durante el tiempo que 
duró la relación dichas actividades domésticas y de cuidado de los hijos, así como que está en condiciones de 
satisfacer sus necesidades alimentarias, para que proceda su pretensión. Lo anterior es así, pues aplicar la 
herramienta de perspectiva de género implica revertir la carga de la prueba al deudor, a fin de que desvirtúe lo 
aseverado por la actora, cuando su necesidad alimentaria se sustente en hechos negativos; de ahí que esta 
determinación coloca a las partes en la misma posición para acreditar la procedencia de una pensión 
compensatoria, ya que corresponde al demandado probar que ésta no prospera, dada la desigualdad 
estructural que sufre la mujer ama de casa al momento del divorcio.

Registro: 2026170



Pruebas en pensión 
compensatoria

Hechos:
• Mujer demanda a pareja (concubino) 

pensión por dedicarse a los hijos. 
• La pareja argumentó que el concubinato 

había finalizado y fue condenado.

TCC: 
• Perspectiva de género.
• Se revierte la carga de la prueba.

Civil

TCC, jurisprudencia 
registros: 2026170

TCC, tesis aislada 
registros: 2026103

Mediación y daño moral
Hechos:
• En un contrato se pactó la mediación 

para solucionar conflictos.
• Una de las partes no quiso continuar 

con la mediación.
• Se le demandó por daño moral.

TCC:
• ¿Se causa un daño moral?
• Los MASC son voluntarios.
• No procede reparación por daño moral.



DAÑO MORAL. NO SE CONFIGURA DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL, POR EL HECHO DE QUE 
LAS PARTES NO HAYAN LOGRADO UN ACUERDO SATISFACTORIO MEDIANTE EL USO DE MEDIOS 
ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS.

Hechos: En un procedimiento ordinario civil a la enjuiciada se le demandó la declaración judicial de existencia 
de daño moral y la reparación de éste, con motivo de su negativa de renovación de la vigencia de un contrato 
de prestación de servicios de seguridad privada, cuyas diferencias debían resolverse por los mecanismos 
alternativos. Cabe señalar que se inició el procedimiento de mediación, pero no concluyó por falta de voluntad 
de una de las partes, por lo que no se renovó dicho contrato que se celebraba con periodicidad anual por los 
últimos 20 años, cuya vigencia estaba por concluir; razón por la cual, la prestadora del servicio de seguridad 
acudió al juicio ordinario civil para reclamar la responsabilidad civil contractual, a través del daño moral.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que de conformidad con el artículo 17 de la 
Constitución General, debe privilegiarse la voluntad de las partes de acudir a los medios alternativos de 
solución de controversias contemplados a rango constitucional, pero ello no significa que si no lograron un 
acuerdo satisfactorio mediante el uso de esos medios, se genere daño moral a una de las partes, por no 
obtener lo que a sus intereses convenga.
Justificación: Lo anterior, porque el hecho de que una de las partes no quiso continuar el procedimiento de 
mediación que se inició ante el Centro de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 
Federal, ahora Ciudad de México, no genera afectación a su esfera jurídica, para que se justifique en un 
procedimiento ordinario civil la existencia de daño moral y la reparación de éste, con motivo de la falta de 
conclusión del procedimiento de mediación. 



Ello es así, en virtud de que el derecho humano de acceso efectivo a la justicia previsto en el artículo 17 de la 
Constitución General, es irrenunciable. En ese sentido, los tribunales del Estado Mexicano deben estar listos 
para resolver las controversias que se sometan a su consideración en tiempo y forma. Además, el 
procedimiento de mediación es voluntario, de modo que aunque se hayan agotado las etapas y procedimientos 
pactados por las partes ante la vía de la justicia alternativa, la falta de solución de las controversias no puede 
ser un elemento que tenga por acreditado el daño moral en el citado procedimiento.

Registro: 2026103



Embargo a dependencias públicas
Hechos:
• El IMSS no pagó por servicios de transporte contratados con una empresa.
• En juicio fue condenado al pago, pero incumplió.
• ¿En un juicio civil pueden embargarse los bienes de una dependencia pública?

Primera Sala:
• Principio de igualdad procesal: el juez debe velar por la igualdad entre las partes. 
• Derecho a la justicia: las autoridades deben cumplir sus obligaciones.
• Solo pueden embargarse bienes que no sean de dominio público.

Civil

Primera Sala, jurisprudencia, registros: 2026051 y 2026079



DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. CONTENIDO, ETAPAS Y ALCANCE DE SU VERTIENTE DE EJECUCIÓN 
MATERIAL DE LAS SENTENCIAS.

Hechos: Una entidad de la administración pública federal fue condenada en un juicio civil por el 
incumplimiento de un contrato. En la etapa de ejecución, la parte actora requirió que se diera cumplimiento 
voluntario a la sentencia y, ante la contumacia, solicitó el cumplimiento forzoso y el embargo de cuentas de 
dicha institución pública. El juzgador federal negó la solicitud de embargo con fundamento en el artículo 4o. del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, dicha decisión fue confirmada en apelación. En desacuerdo, se 
promovió juicio de amparo indirecto, el cual fue negado al considerar que no existía una violación a los 
derechos de igualdad, al debido proceso y de acceso a la justicia. En contra de esta última resolución se 
interpuso revisión.
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el derecho de 
acceso a la justicia es de contenido complejo y abarca las etapas previas al juicio, durante y posterior al mismo; 
siendo que parte esencial de este derecho es la efectividad en la ejecución de sentencias y resoluciones.
Justificación: El derecho de acceso a la justicia se encuentra reconocido en una gran diversidad de normas de 
rango constitucional y ha sido interpretado en varios precedentes de este Alto Tribunal y de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. En suma, atendiendo integralmente a todo este parámetro, se sostiene 
que la garantía a la tutela jurisdiccional se define como el derecho público subjetivo que toda persona tiene, 
dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales 
independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella; con el fin de que a través de un 
proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión planteada y en su caso, se 
ejecute esa decisión. 



Derecho que comprende tres etapas: i) una previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de acceso a la 
jurisdicción; ii) una judicial, que va desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación, a la que le 
corresponden las garantías del debido proceso; y, iii) una posterior al juicio, identificada con la eficacia de las 
resoluciones emitidas. Así las cosas, se considera que este derecho no se limita a la facultad de someter una 
controversia al conocimiento de los tribunales y que la misma se tramite conforme a las garantías procesales, 
pues también comprende la posibilidad de que la sentencia dictada tenga plena eficacia mediante su ejecución. 
Por lo tanto, para que el Estado garantice un efectivo derecho de acceso a la justicia, no basta con la existencia 
de sistemas legales mediante los cuales las autoridades competentes emitan resoluciones ni con la existencia 
formal de recursos, sino que éstos deben ser efectivos y parte de esa efectividad implica, precisamente, la 
ejecución de las sentencias y resoluciones y, respecto al plazo de cumplimiento, que éste sea sin dilación en un 
tiempo razonable; esto inclusive cuando el Estado, como parte, sea quien incumpla la ejecución de una 
sentencia o resolución. Lo anterior es así, pues detrás del reconocimiento del derecho de acceso a la justicia en 
su modalidad del derecho a la ejecución de las sentencias, no sólo están el derecho subjetivo del vencedor en 
juicio y el derecho de acceso a la justicia, sino que, para la efectividad del "Estado democrático de derecho", es 
indispensable que las autoridades estatales cumplan con sus obligaciones contenidas en la Constitución y en 
los diversos tratados internacionales.
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PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL. SUS ALCANCES Y FUNDAMENTOS

Hechos: Una entidad de la administración pública federal fue condenada en un juicio civil por el 
incumplimiento de un contrato. En la etapa de ejecución, la parte actora requirió que se diera cumplimiento 
voluntario a la sentencia y, ante la contumacia, solicitó el cumplimiento forzoso y el embargo de cuentas de 
dicha institución pública. El juzgador federal negó la solicitud de embargo con fundamento en el artículo 4o. del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, dicha decisión fue confirmada en apelación. En desacuerdo, se 
promovió juicio de amparo indirecto, el cual fue negado al considerar que no existía una violación a los 
derechos de igualdad, al debido proceso y de acceso a la justicia. En contra de esta última resolución se 
interpuso revisión.
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la igualdad 
procesal es una vertiente de los derechos al debido proceso y a la igualdad jurídica, que demanda una 
razonable igualdad de posibilidades en el ejercicio de cada una de las pretensiones de las partes en un juicio y 
que se erige a su vez como una regla de actuación de la persona juzgadora como director del proceso.
Justificación: El derecho al debido proceso encuentra reconocimiento en normas de rango constitucional 
(artículos 14 de la Constitución General y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) y consiste 
en un conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales con la finalidad de que las 
personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado que 
pueda afectarlos. En síntesis, se ha afirmado que este derecho requiere el cumplimiento de "ciertas 
formalidades esenciales del procedimiento", que a su vez se materializa en: i) un acceso a la justicia no sólo 
formal sino que reconozca y resuelva los factores de desigualdad real de los justiciables; ii) el desarrollo de un 
juicio justo; y, iii) la resolución de las controversias de forma tal que la decisión adoptada se acerque al mayor 
nivel de corrección del derecho, es decir, se asegure su solución justa. 



Atendiendo a este contenido, la jurisprudencia ha reconocido una modalidad específica de este derecho que se 
refiere a la igualdad procesal, el cual ha sido interpretado exhaustivamente en el amparo directo en revisión 
308/2017. En ese sentido, se estima que el principio de igualdad procesal como modalidad del debido proceso 
y de la igualdad jurídica procura la equiparación de oportunidades para ambas partes en las normas procesales 
y, al mismo tiempo, se erige como una regla de actuación del Juez, el cual, como director del proceso, debe 
mantener en lo posible esa igualdad al conducir las actuaciones, a fin de que la victoria de una de las partes no 
esté determinada por su situación ventajosa, sino por la justicia de sus pretensiones. Sin que dicho principio 
signifique una igualdad aritmética o simétrica, por la cual sea exigible la exactitud numérica de los derechos y 
las cargas para cada una de las partes, sino que lo que este principio demanda es una razonable igualdad de 
posibilidades en el ejercicio de cada una de las pretensiones de las partes. De modo que no se genere una 
posición sustancialmente desventajosa para una de ellas frente a la otra y de suerte que las pequeñas 
desigualdades que pueda haber, requeridas por necesidades técnicas del proceso, no quebranten el principio.
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Videos como prueba de tortura

Hechos:
• Un recluso argumentó haber sido torturado al interior de la prisión 
• Ofreció como prueba los videos de las cámaras de seguridad del Centro de Readaptación.
• ¿Debe admitirse como prueba? ¿Es información confidencial?
Pleno de Circuito:
• Sí debe admitirse, para acreditar actos de tortura, incomunicación o  malos tratos.
• Es de interés social el conocimiento de la verdad.
• Confidencialidad: el Juez debe proteger la identidad y seguridad de internos y de custodios.

   Penal

Plenos de Circuito, jurisprudencia, registro: 2026222



PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. TRATÁNDOSE DE LA VIDEOGRABACIÓN AL INTERIOR DE 
ALGUNAS ÁREAS DE LAS CÁMARAS DE SEGURIDAD DEL CENTRO FEDERAL DE READAPTACIÓN SOCIAL 
NÚMERO CINCO ORIENTE, EN VILLA ALDAMA, VERACRUZ, QUE SE OFREZCA PARA DEMOSTRAR POSIBLES 
ACTOS DE TORTURA, INCOMUNICACIÓN, VIOLACIÓN A LA DIGNIDAD, MALOS TRATOS, CASTIGOS 
INUSITADOS Y TRASCENDENTALES, ASÍ COMO AQUELLOS PROHIBIDOS POR EL ARTÍCULO 22 
CONSTITUCIONAL, DEBE ADMITIRSE, SIN QUE PARA ELLO PUEDAN ADUCIRSE RESTRICCIONES RELACIONADAS 
CON LA CONFIDENCIALIDAD DE LA INFORMACIÓN SOLICITADA O SEGURIDAD DE DICHO CENTRO, PUES SERÁ 
EL JUEZ DE DISTRITO QUIEN DEBERÁ PONDERAR DICHA INFORMACIÓN Y, EN SU CASO, SALVAGUARDAR LA 
INFORMACIÓN QUE DERIVE CONFIDENCIAL O RESERVADA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes que conocieron de diversos recursos de queja, 
respectivamente, al analizar sobre el ofrecimiento de la prueba consistente en la videograbación al interior de 
algunas áreas del Centro Federal de Readaptación Social Número Cinco Oriente, en Villa Aldama, Veracruz, 
donde se encuentra recluido el quejoso, con la finalidad de acreditar que sufrió actos de incomunicación, 
violación a la dignidad, tortura física y psicológica, malos tratos, castigo inusitado y trascendental, así como 
prohibidos por el artículo 22 constitucional; sostuvieron un criterio distinto, con relación a si debía desecharse 
o proveerse sobre su admisión.
Criterio jurídico: Este Pleno de Circuito determina que debe admitirse en el juicio de amparo, la prueba 
consistente en la videograbación de las cámaras de seguridad al interior de algunas áreas del aludido centro 
penitenciario, que se ofrezca para demostrar posibles actos de tortura, incomunicación, violación a la dignidad, 
malos tratos, castigos inusitados y trascendentales o aquellos prohibidos por el artículo 22 constitucional; sin 
que para ello sea impedimento la restricción de confidencialidad del acceso a la información o seguridad, ni 
tampoco es exigible que se haya adjuntado al informe justificado.



Justificación: El derecho a la integridad personal comprende necesariamente, el derecho fundamental absoluto 
a no ser torturado, ni sometido a malos tratos, penas crueles, inhumanos o degradantes, lo que conlleva 
aperturar el derecho al ofrecimiento de pruebas que tengan como finalidad demostrar su acreditación; de ahí 
que cuando se reclaman en el juicio de amparo indirecto actos que violen en perjuicio del interno el derecho 
fundamental a la dignidad humana a través de los precisados actos y el quejoso para acreditarlos ofrece la 
videograbación al interior de algunas áreas de las cámaras de seguridad del aludido centro de reclusión; es 
legal que el Juez de amparo, ante el reclamo de tales actos admita dicha probanza; pues en el caso, se configura 
un interés social en el conocimiento del desahogo de las pruebas ofrecidas para acreditarlos, el cual es 
preponderantemente superior, en tanto que por un lado se afectan bienes de tal relevancia y con tal intensidad 
que el perjuicio trasciende de la esfera individual de la persona directamente afectada, para constituirse como 
una afectación a la sociedad como un todo, y además porque su conocimiento permite el ejercicio de un 
control y escrutinio por parte de la sociedad respecto al cumplimiento de las obligaciones a cargo del Estado a 
este tipo de violaciones. En el entendido que será la autoridad penitenciaria correspondiente, quien tendrá en 
un primer momento, la obligación de informar si la videograbación de mérito puede ser remitida, y así hacerlo; 
incluso de ser el caso, remitir la videograbación debida y legalmente editada, pero exponiendo siempre dentro 
de un marco constitucional y legal, los motivos que tuvo para ello. Luego, será el Juez de amparo quien con 
base en lo remitido e informado deberá efectuar una ponderación y de ser necesario, llevar a cabo los 
procedimientos indispensables para salvaguardar la identidad y seguridad de dicho centro, y de las personas 
que como internos o personal laboral ahí se encuentran, amén de reservar el acceso de tal información sólo a 
las partes; para luego, estar en condiciones de evaluar su "idoneidad"; conforme lo marca la Ley Suprema, 
diversos instrumentos internacionales y criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
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Información de terceros y revisiones del SAT
Hechos:
• En una revisión de gabinete el SAT requirió al contribuyente datos de su contador y del 

propietario del inmueble en el que tenía su domicilio fiscal.
• ¿El contribuyente está obligado a proporcionar dicha información?

TCC:
• La facultad del SAT en una visita domiciliaria o revisión de gabinete se limita a verificar el 

cumplimiento de obligaciones fiscales del contribuyente. 
• El SAT no puede solicitar datos personales de quienes no estén siendo revisados. 

   Fiscal

TCC, jurisprudencia, registro: 2026226 



REVISIÓN DE GABINETE O VISITA DOMICILIARIA. LA FACULTAD DE LAS AUTORIDADES FISCALES PARA 
SOLICITAR AL CONTRIBUYENTE DOCUMENTOS CONTABLES, INFORMES Y DEMÁS PAPELES QUE TENGAN 
INJERENCIA CON EL CUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES FISCALES Y PARA REVISAR SUS BIENES Y 
MERCANCÍAS, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 42, FRACCIONES II Y III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO 
PUEDE EXTENDERSE A LOS DATOS PERSONALES DE TERCEROS QUE NO ESTÁN SIENDO REVISADOS.

Hechos: En un procedimiento de revisión de gabinete, el Servicio de Administración Tributaria (SAT) mediante 
una orden por escrito requirió a un contribuyente que informara el nombre y Registro Federal de 
Contribuyentes (RFC) del propietario del inmueble en que se ubica su domicilio fiscal, así como el nombre, 
domicilio y Registro Federal de Contribuyentes de la(s) persona(s) que le presta(n) servicio(s) de contabilidad 
y/o asesoría fiscal; inconforme, aquél promovió juicio de amparo indirecto al estimar que dicha información no 
está relacionada con la documentación que está obligado a proporcionar para dicha revisión.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la facultad de la autoridad fiscalizadora en 
ejercicio de la revisión de gabinete o de la visita domiciliaria en términos del artículo 42, fracciones II y III, del 
Código Fiscal de la Federación, para solicitar al contribuyente la contabilidad, documentos, informes y demás 
papeles que tengan injerencia con el cumplimiento de las disposiciones fiscales, y revisar sus bienes y 
mercancías, no puede extenderse a los datos personales de terceros que no están siendo revisados. 
Justificación: Lo anterior, porque el referido precepto no prevé expresamente la facultad de la autoridad fiscal 
para requerir el nombre y Registro Federal de Contribuyentes del propietario del inmueble en que se ubica el 
domicilio fiscal del sujeto revisado, ni el nombre, domicilio y Registro Federal de Contribuyentes de las 
personas que le prestan servicios de administración y contabilidad, ni el correo electrónico y número de 
teléfono fijo o móvil del representante legal de la persona moral;



además, no puede considerarse que el requerimiento de esos datos personales esté implícitamente contenido 
en el de los documentos contables, informes y demás papeles que tengan injerencia con el cumplimiento de las 
disposiciones fiscales, porque tratándose de los actos de molestia referidos la autoridad sólo puede ejercer las 
facultades que expresamente señale la ley; de lo contrario abriría la puerta para que si el visitado no cumple 
con proporcionar esos datos requeridos, se estimara que incurrió en las infracciones previstas en el artículo 85, 
fracción I, por lo que se le impondrían las sanciones contenidas en el artículo 86, fracción I, ambos del Código 
Fiscal de la Federación, lo cual no resulta jurídicamente aceptable, pues lo dejaría en estado de indefensión, ya 
que tendría que cumplir con obligaciones que no conoce al no haberlas establecido el legislador.
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Trabajadores del Estado
Hechos:
• Una trabajadora demandó a dependencias del gobierno (contratación) y a una sociedad 

civil (pago de salario), y su reinstalación.
• Los demandados negaron la relación laboral y fueron absueltos.

TCC:
• Ante indicios de subcontratación injustificada y si los patrones niegan la relación laboral, 

se modifica el estándar probatorio. 
• Trabajadora solo debe aportar indicios razonables que cuestionen la relación laboral.
• Los demandados son responsables solidarios de la relación de trabajo.

   Laboral
Subcontratación injustificada

TCC, tesis aislada, registro: 2026229



SUBCONTRATACIÓN LABORAL INJUSTIFICADA (OUTSOURCING). CUANDO EXISTEN INDICIOS QUE ACREDITAN 
QUE UN TRABAJADOR FUE CONTRATADO POR EL ESTADO, QUIEN SE BENEFICIA DE SUS SERVICIOS, PERO UNA 
SOCIEDAD CIVIL SE ENCARGA DE PAGAR EL SALARIO, TODOS SON RESPONSABLES SOLIDARIOS DE LA 
RELACIÓN DE TRABAJO Y DE LA CONDENA.

Hechos: Una trabajadora que fue despedida demandó a dos instituciones del Estado y a una sociedad civil la 
reinstalación en el puesto que desempeñaba y afirmó que fue contratada por el Estado, pero la sociedad civil 
era la que pagaba su salario. Los demandados negaron lisa y llanamente la existencia de la relación laboral. La 
Junta responsable absolvió de todas las prestaciones reclamadas, al considerar que no benefició a la actora la 
presunción derivada de la falta de exhibición de los documentos requeridos en la diligencia de inspección, ni la 
confesión ficta de la sociedad demandada para acreditar la existencia de la relación laboral, toda vez que los 
demandados la negaron.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que en los casos en que la parte demandada 
niega lisa y llanamente el vínculo laboral con la actora y el órgano jurisdiccional observe del expediente la 
existencia de indicios que acreditan que la trabajadora fue contratada por el Estado, quien se beneficia de sus 
servicios, pero una diversa sociedad civil se encarga de pagar su salario, sin que existan pruebas que 
demuestren que la trabajadora prestó servicios especializados o de ejecución de obras especializadas, todos 
son responsables solidarios de la relación de trabajo y de la condena.
Justificación. Lo anterior es así, porque cuando el demandado niega en forma lisa y llana la relación laboral con 
la actora, en el contexto de indicios de subcontratación injustificada (outsourcing), el estándar de valoración de 
pruebas sobre su existencia debe operar de manera distinta,



ya que en estos casos la parte trabajadora tiene la carga probatoria de aportar únicamente indicios objetivos 
que razonablemente permitan considerar cuestionable e incierta la alegada negativa de la existencia del vínculo 
de trabajo, bastando para ello que los elementos de convicción expongan, en su conjunto, un escenario de 
probabilidad que apunte a la existencia material de la relación de trabajo con cualquiera de las demandadas, o 
que revelen un contexto violatorio de sus derechos humanos en ese ámbito. Por tanto, si las presunciones 
generadas de la prueba de inspección y de la confesión ficta, revelan que la sociedad civil demandada pagaba el 
salario de la trabajadora y que actuó como administradora de nómina de las instituciones del Estado 
demandadas, quienes se beneficiaron de los servicios prestados, sin que existan pruebas que demuestren que 
tales servicios fueron especializados o de ejecución de obras especializadas, ello es suficiente para considerar 
que existen indicios que apuntan a la existencia de un esquema de subcontratación (outsourcing), que 
presuntamente fue utilizado en forma injustificada por el Estado con la intención de evadir sus obligaciones 
laborales con la actora, lo que se encuentra prohibido por la ley laboral, por lo que todos los demandados son 
solidariamente responsables de la relación de trabajo y de la condena; lo anterior, a fin de proteger los 
derechos fundamentales de tutela judicial efectiva y estabilidad en el empleo, reconocidos en los artículos 5o., 
17 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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Indicios de subcontratación
Hechos:
• Trabajador demanda reinstalación.
• De los hechos hay indicios de una subcontratación injustificada, pero no se señaló como 

demandada a la otra empresa (patrón).
• El Juez absolvió a esta empresa de las prestaciones reclamadas.

TCC:
• Cuando el Juez advierta indicios de subcontratación debe prevenir al trabajador para que 

señale a todos los posibles patrones como demandados.
• De lo contrario se viola el procedimiento en perjuicio del trabajador.
• En ese caso debe reponerse el procedimiento. 

   Laboral
Subcontratación injustificada

TCC, tesis aislada, registro: 2026106



DEMANDA LABORAL. SI DE SU CONTENIDO SE ADVIERTEN MANIFESTACIONES TENDENTES A EXPONER UN 
ESCENARIO DE SUBCONTRATACIÓN INJUSTIFICADA, O BIEN, DEL EXPEDIENTE PUEDEN APRECIARSE INDICIOS 
QUE APUNTEN A UN ESQUEMA LABORAL DE ESTA ÍNDOLE RESPECTO DE DIVERSAS PERSONAS QUE NO 
FUERON SEÑALADAS CON EL CARÁCTER DE DEMANDADAS, EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DEBE PREVENIR AL 
ACTOR A EFECTO DE LLAMAR A JUICIO A TODOS LOS POSIBLES RESPONSABLES DE LA RELACIÓN LABORAL.

Hechos: Un trabajador que fue despedido demandó la reinstalación y pago de prestaciones que guardan 
relación con una diversa empresa que no fue señalada con el carácter de demandada. La Junta responsable 
soslayó que de las manifestaciones vertidas por el actor en su escrito inicial, podía válidamente estimarse un 
posible escenario de una aparente subcontratación injustificada en la que podría estar involucrada una diversa 
persona moral no integrada a la relación jurídico procesal y absolvió de las prestaciones reclamadas. Contra esa 
determinación, el actor promovió juicio de amparo directo, en el que el Tribunal Colegiado de Circuito amparó 
y ordenó la reposición del procedimiento, a efecto de prevenir al trabajador y llamar a juicio a todas las 
posibles empresas responsables de la relación laboral.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando el órgano jurisdiccional observe de 
la demanda que la parte actora realiza manifestaciones tendentes a exponer un escenario de subcontratación 
injustificada, o bien del expediente pueden apreciarse indicios que apunten a un esquema laboral de esa índole 
respecto de diversas personas que no fueron señaladas con el carácter de demandadas en el escrito inicial, 
debe prevenir al actor trabajador a efecto de llamar a juicio a todas las posibles empresas responsables de la 
relación laboral, de lo contrario se actualiza una violación al procedimiento que da lugar a su reposición, a fin 
de evitar dejar en estado de indefensión a la parte trabajadora.



Justificación: Los órganos jurisdiccionales en materia laboral están obligados, por una parte, a subsanar de 
oficio las deficiencias que contengan los escritos de demanda de los trabajadores y, por otra, a señalar al 
promovente los defectos u omisiones del escrito inicial, previniéndolo para que los subsane dentro del término 
legal de tres días, lo que comprende el supuesto en que de la lectura integral de la demanda o de las 
constancias de autos pueda apreciarse un esquema de subcontratación injustificada y la actora no haya 
señalado expresamente a todos los posibles responsables de la relación laboral como demandados, de 
conformidad con los derechos humanos de acceso a la justicia y de tutela judicial efectiva, en relación con los 
artículos 685 y 873 de la Ley Federal del Trabajo.

Registro: 2026106



Principio de definitividad

• ¿Debe agotarse el juicio contencioso administrativo previo a acudir al juicio de amparo? 

TCC:
• La Ley Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo prevé mayores requisitos 

para conceder la suspensión que la Ley de Amparo. 
• Suspensión de la ejecución del acto administrativo: se requiere que los daños o perjuicios 

que se causen al solicitante con la ejecución del acto impugnado sean de difícil 
reparación.

• Bajo interés jurídico puede acudirse directamente al juicio de amparo.

  Amparo

TCC, jurisprudencia, registro: 2026206



EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. CUANDO SE ADUCE TENER INTERÉS JURÍDICO, ES INNECESARIO 
AGOTAR EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PREVIAMENTE A PROMOVER EL AMPARO, AL EXIGIR EL 
ARTÍCULO 28, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO MAYORES REQUISITOS QUE LA LEY DE AMPARO PARA EL OTORGAMIENTO DE LA 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO.

Hechos: Las quejosas promovieron juicios de amparo indirecto contra diversos actos administrativos. El Juez de 
Distrito desechó la demanda al considerar que se debió tramitar previamente el juicio contencioso 
administrativo federal.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que al exigir el artículo 28, fracción I, inciso b), 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo mayores requisitos que los que prevé la Ley de 
Amparo para el otorgamiento de la suspensión del acto reclamado, cuando se alega tener interés jurídico se 
actualiza una excepción al principio de definitividad, por lo que previamente a promover el juicio de amparo es 
innecesario agotar el juicio contencioso administrativo federal.
Justificación: Lo anterior, porque el artículo 107, fracción IV, de la Constitución General establece que en 
materia administrativa será necesario agotar los medios de defensa ordinarios, siempre que conforme a las 
leyes que los prevean se puedan suspender los efectos de los actos reclamados, con los mismos alcances de la 
ley reglamentaria y sin exigir mayores requisitos que ésta consigna para conceder la suspensión definitiva, ni 
plazo mayor que el que establece para el otorgamiento de la suspensión provisional;



sin embargo, el artículo 28, fracción I, inciso b), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 
prevé que para otorgar la suspensión de la ejecución del acto administrativo impugnado se requiere que los 
daños o perjuicios que se causen al solicitante con la ejecución del acto impugnado sean de difícil reparación, 
requisito que ya no se exige en la Ley de Amparo vigente en los casos en que se alega tener interés jurídico, 
como se advierte de la tesis de jurisprudencia P./J. 19/2020 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación. Por consiguiente, dado que la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece 
mayores requisitos que los que prevé la Ley de Amparo para el otorgamiento de la suspensión del acto 
reclamado cuando el promovente aduce contar con interés jurídico, es innecesario agotar el juicio contencioso 
administrativo federal antes de acudir al amparo.
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